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Asunto: Solicitud de concepto(1)
Se basa la consulta objeto de estudio en conceptuar si a un alcalde, que además es vocal de control y representante legal de una urbanización, le pueden reconocer a su favor un silencio administrativo positivo (SAP) por hacer reclamos en interés general, teniendo en cuenta que es el representante legal del municipio elegido por la comunidad.
Antes de brindar una respuesta a su solicitud, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad, ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
De manera adicional, es preciso aclarar que la finalidad de las consultas no puede ser otra distinta que la búsqueda de orientación o información acerca de la forma como actúa la administración. En ese contexto, las respuestas suministradas por la Oficina Asesora Jurídica de la SSPD no tienen la potestad de definir situaciones concretas o particulares, sino que se limitan a conceptuar, en términos generales, en relación con las materias bajo su cargo.
Hechas las anteriores precisiones, esta Oficina Asesora Jurídica da respuesta a sus inquietudes, en los siguientes términos.
En primer lugar, es necesario señalar que el SAP es excepcional y que por ello requiere norma expresa que lo consagre y lo regule, según lo prevé el artículo 41(2) del C.C.A., de modo tal que su regulación no puede menos que aplicarse de esta forma excepcional, lo que implica no salirse de sus precisos marcos normativos. 
Su aplicación, entonces, es restrictiva, quiere decir, en los casos o situaciones taxativamente previstas en la norma especial que lo establezca y regule, sin posibilidad de darle aplicación extensiva o analógica.
De conformidad con lo establecido en el artículo 158(3) de la ley 142 de 1994, las empresas prestadoras de servicios públicos deben expedir las respuestas a las peticiones, quejas y recursos que presenten los suscriptores o usuarios dentro del término de quince (15) días hábiles, contados a partir de la fecha de su presentación. Pasado este término, salvo que se demuestre que el suscriptor o usuario auspició la demora o que se requirió la práctica de pruebas, se entenderá que la petición, queja o recurso se resolvió de manera favorable, toda vez que opera el silencio administrativo positivo y, por tanto, se produce un acto administrativo ficto o presunto, generador de derechos para sus titulares.
En virtud de que el SAP opera de manera automática, la empresa deberá reconocer sus efectos dentro de las 72 horas siguientes al vencimiento del término de los 15 días hábiles. Si la empresa no lo hace, el peticionario podrá solicitar a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios la imposición de las sanciones correspondientes. Igualmente, la Superintendencia puede adoptar las medidas pertinentes para hacer efectivo el silencio. 
Ahora bien, conforme a lo dispuesto en el artículo 158 de la ley 142 de 1994, sólo se positivizan a través del silencio administrativo las pretensiones que se hagan mediante una petición, queja o recurso, presentadas por los suscriptores o usuarios en desarrollo de la ejecución de un contrato de servicios públicos, es decir, las que surgen en virtud de la relación usuario-empresa, siempre y cuando se refieran a situaciones que afecten la prestación del servicio o la ejecución del contrato, tales como su negativa, suspensión, terminación, corte, facturación e indebida aplicación de la estratificación en la factura. 
En otras palabras, no se puede exigir que a través del silencio administrativo se reconozcan positivamente los efectos de las peticiones, quejas o recursos que nada tengan que ver con los supuestos ya anunciados, y que no provengan de la relación usuario-empresa en virtud del contrato de condiciones uniformes.
Es del caso precisar que, aun cuando se trate de peticiones referidas al contrato de condiciones uniformes, el SAP no puede recaer sobre peticiones jurídicamente improcedentes o imposibles de cumplir, es decir aquellas cuya positivización comportaría una flagrante ilegalidad, por ejemplo, aquellas que se refieran a la exoneración del pago de los servicios públicos o exoneración del cargo fijo cuando este deba cobrarse por virtud de la ley, o la exoneración del pago de contribución a los usuarios que legalmente están obligados a pagarla, Etc.
En cuanto a la legitimación en la causa respecto del silencio administrativo positivo, la persona legitimida para hacer valer los derechos que surgen con ocasión del acto ficto o presunto, a lo largo del capítulo VII del título VIII de la ley 142 de 1992, referido a la “Defensa de los usuarios en sede de la empresa”, se observa que la persona a la cual la ley le otorga la posibilidad de presentar a la empresa peticiones, quejas y recursos relativas al contrato de servicios públicos, así como para solicitar la imposición de sanciones a las empresas por el no reconocimiento de los actos fictos o presuntos, es la persona que tiene la calidad de suscriptor o usuario en virtud de un contrato de condiciones uniformes.
Así las cosas, debe existir identidad entre el titular del derecho surgido en virtud del acto ficto o presunto y quien hace uso del derecho consagrado en el artículo 158 de la ley 142 de 1994, con el objeto de solicitar la imposición de sanción de la empresa por no reconocer sus efectos, de tal manera que esa es la persona que está legitimada para provocar la protección de ese derecho por parte de la SSPD, y para reclamar su insatisfacción o vulneración.
Interpretar en otro sentido esta facultad provocaría que, eventualmente, la administración se pronunciara sobre intereses de terceros totalmente ajenos a la relación administrativa de la que se conoce, en desmedro del derecho de otros a disponer sobre sus propios intereses y del debido proceso de quienes ignoran o simplemente no activan la competencia de la SSPD. Así lo dispuso la Corte Constitucional en sentencia T-817-2002(4)en su análisis sobre los requisitos para establecer la legitimidad en la causa cuando se persigue la protección judicial del derecho de petición en los servicios públicos domiciliarios:
“Por otro lado, de los artículos 365 y siguientes de la Constitución, 9°, 134 y siguientes y 152 y siguientes, de la Ley 142 de 1994, se desprende una protección especial a los usuarios de los servicios públicos. Esta protección es desarrollada entre otras por las normas que prevén la posibilidad de efectuar peticiones respetuosas ante las entidades prestadoras. En consecuencia y como se trata de una protección especial al usuario, será éste el legitimado para su ejercicio, con lo cual la condición de usuario del servicio público, se convierte en el elemento relevante y necesario para que se garantice el objetivo del derecho de petición.
La inobservancia de este requisito podrá generar que en situaciones concretas se profieran decisiones administrativas o judiciales, en muchas ocasiones vinculantes, sin el concurso de los verdaderos interesados en ellas, con lo cual incluso los propios usuarios podrán verse afectados por la inadvertencia de las autoridades administrativas o judiciales sobre el punto.” (Las subrayas son nuestras).
En ese orden de ideas, la denuncia por la ocurrencia del SAP no puede ser general, es decir, que involucre el derecho de varias personas, puesto que sólo está legitimada para reclamar por el derecho que surge en virtud del SAP, la persona individualmente considerada como suscriptor o usuario, en virtud de un contrato de servicios públicos. 
Ahora bien, en caso de presentarse varias solicitudes a través de una sola persona, necesariamente debe estar determinada de manera clara la voluntad de cada una de ellas, es decir, como una petición individual y no general y, en caso de no existir esa manifestación de voluntad de cada suscriptor, la SSPD ha sostenido que para adelantarse la investigación por la ocurrencia del SAP, la entidad deberá buscar la ratificación de cada usuario, precisamente para no pronunciarse sobre intereses de terceros ajenos a la relación administrativa usuario-empresa.
Finalmente, le recordamos que la Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://www.superservicios.gov.co/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad. 
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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2 “ARTICULO 41. SILENCIO POSITIVO. Solamente en los casos expresamente previstos en disposiciones especiales, el silencio de la administración equivale a decisión positiva. 
(...)” (La subraya es nuestra).
3 “ARTÍCULO 158. DEL TÉRMINO PARA RESPONDER EL RECURSO. De conformidad con lo establecido en el artículo 158 de la Ley 142 de 1994, toda entidad o persona vigilada por la Superintendencia de Servicios Públicos, prestadora de los servicios públicos domiciliarios de que trata la citada ley, tiene la obligación de resolver las peticiones, quejas y recursos que presenten los suscriptores o usuarios en desarrollo de la ejecución del contrato de servicios públicos, dentro del término de 15 días hábiles, contados a partir de la fecha de su presentación. 
Pasado ese término, salvo que se demuestre que el suscriptor o usuario auspició la demora o que se requirió la práctica de pruebas se entenderá que la petición, queja o recurso ha sido resuelto en forma favorable. Dentro de las 72 horas siguientes al vencimiento del término de los 15 días hábiles, la entidad prestadora del servicio público domiciliario reconocerá al suscriptor o usuario los efectos del silencio administrativo positivo. Si no lo hiciere, el peticionario podrá solicitar de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, la imposición de las sanciones a que haya lugar conforme a la, ley, sin perjuicio de que ella adopte las decisiones que resulten pertinentes para hacer efectiva la ejecutoriedad del acto administrativo presunto. 
PARÁGRAFO. Para los efectos del presente capítulo, se entiende que la expresión genérica de "petición", comprende las peticiones en interés particular, así como las quejas y los recursos que presente un suscriptor o usuario.” (La subraya es nuestra).
4 Corte Constitucional, sentencia T-817 de 2002. Magistrado ponente: Eduardo Montealegre Lynett. 
